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SESIÓN ESPECIAL SOBRE PROMOCIÓN Y PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS HUMANOS EN EL ÁMBITO EMPRESARIAL

I
Palabras del Embajador Stephen Vasciannie, Presidente de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos  (CAJP)

La Sesión Especial sobre Promoción y Protección de los Derechos Humanos en el Ámbito Empresarial de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos (CAJP) se celebró el 29 de enero de 2015, en la sede de la Organización de los Estados Americanos.  

El Presidente de la CAJP, Embajador Stephen Vasciannie, declaró abierta la sesión especial y dio la bienvenida a las delegaciones de los Estados participantes, representantes de los órganos y de la Secretaría de la Organización, así como de la sociedad civil.

La sesión tuvo como objeto “fomentar el intercambio de buenas prácticas y experiencias en cuanto a la promoción y protección de los derechos humanos en el ámbito empresarial” 

Al finalizar su intervención, junto con reconocer el liderazgo de la Misión Permanente de Chile ante la OEA, se refirió a la metodología de trabajo e invitó a los Estados a presentar sus experiencias en la materia, considerando el mandato de la Asamblea General establecido en la resolución AG/RES. 2840 (XLIV-O/14) “Promoción y Protección de los Derechos Humanos en el Ámbito Empresarial¨, el cual  establece:

5.
Solicitar al Consejo Permanente que realice una sesión especial de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos, en el primer trimestre del año 2015, para fomentar el intercambio de buenas prácticas y experiencias en cuanto a la promoción y protección de los derechos humanos en el ámbito empresarial.  Dicha sesión especial contará con la presencia de los Estados miembros y expertos gubernamentales, del sector académico y de la sociedad civil, y otros actores sociales, así como de las organizaciones internacionales, y que antes de la 45 Asamblea General, a través de la Secretaría de Asuntos Jurídicos elabore un informe compilatorio de la sesión.

II.
Presentación de Representante de los Órganos del Sistema y Dependencias de la Secretaría General de la OEA 
Fabián Novak Talavera, Presidente del Comité Jurídico Interamericano 
El Presidente del Comité Jurídico Interamericano, Dr. Fabián Novak Talavera realizó una presentación desde la ciudad de Lima, por medio de video conferencia.  En la ocasión, el doctor Novak explicó que en el año 2014, el Comité Jurídico Interamericano elaboró un informe en la materia y adoptó una “Guía de Principios sobre Responsabilidad Social de las Empresas en el Campo de los Derechos Humanos y el Medio Ambiente en las Américas”, documento CJI/doc.449/14. Rev.2, cuya relatoría le tocó presidir. 

El Dr. Novak, señaló que el informe adoptado por el Comité recaba iniciativas regionales, incluyendo resoluciones de la OEA y Conferencias Interamericanas; rinde cuenta de legislaciones nacionales e internacionales, así como de prácticas de las empresas, a la luz de decisiones de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. 
El informe aprobado por  medio de la resolución CJI/RES. 205 (LXXXIV-O/14) releva los cinco aspectos fundamentales sobre la situación de la práctica empresarial:

1) Indaga sobre la regulación en el hemisferio, notando que desde el año 2001 en adelante la Asamblea General de la OEA ha venido aprobando resoluciones que, si bien no constituyen una guía de principios, invitan a los Estados a realizar acciones. 

2) Refiere a conferencias latinoamericanas que se han desarrollado por iniciativa del Banco interamericano de Desarrollo.  En estos foros se presentan estudios que han servido de gran utilidad para alimentar el conocimiento en la materia.

3) Reagrupa legislaciones nacionales permitiendo constatar un marco regulatorio variado contando con casos en que gremios empresariales y ONGs estimulan, por medio de diversas formas, la responsabilidad social de las empresas.  

4) Recaba la práctica regional positiva de empresas en diversos Estados del hemisferio.

5) Describe casos de violación de derechos humanos en materia de derecho laboral que han sido presentados ante el sistema interamericano de promoción y protección de derecho humanos.   La mayor parte de casos en que los demandados son Estados tienen relación con el incumplimiento de ciertos derechos laborales, medioambientales y humanos.

En ese sentido, manifestó el interés del Comité de fortalecer los avances alcanzados en la región por medio de la “Guía de Principios sobre Responsabilidad Social de las Empresas en las Américas”, documento  que toma en cuenta toda la cadena de consumo, pone énfasis en las medidas de control y fiscalización,  promueve la educación y capacitación, así como la necesidad de dotarse de un esquema de responsabilidad compartida en cuyo esfuerzo participen diversos actores, tales como el sector académico, ONG’s, sindicatos, organizaciones sociales, medios de comunicación e iglesias, y en el cual los Estados y las empresas son llamados a respetar obligaciones concretas.   

Finalmente, culminó su presentación ofreciendo a los Estados los buenos oficios del Comité para apoyar toda iniciativa que la CAJP promueva en esta materia.

Paulo Vannuchi, Comisionado encargado de la Unidad sobre los Derechos Económicos, Sociales y Culturales de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos

El Comisionado de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Dr. Paulo Vannuchi destacó la labor de los defensores de derechos humanos en la denuncia de las violaciones de los derechos humanos en el ámbito empresarial.  Asimismo, explicó los mandatos y trabajos que la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) viene realizando en la materia de derechos económicos, sociales y culturales, destacando el rol de la Unidad sobre Derechos Económicos, Sociales y Culturales (DESC), la cual resulta del proceso de reforma del Sistema Interamericano de Derechos Humanos y responde a un pedido de los gobiernos y sociedad civil.  Asimismo, informó que en el curso del presente año la Unidad se convertirá en Relatoría Especial. 

En su intervención, expreso que en  los proyectos de desarrollo que tienen lugar en la región deben  imponerse  el respeto del derecho a un medio ambiente seguro y sano, al consentimiento informado, al  acceso a la justicia y, cuando corresponde a reparaciones. Todo ello en un contexto que asegure la participación de los pueblos indígenas, las poblaciones afrodescendientes,  campesinas y rurales y se evite  menoscabar los derecho dichas personas.

Además, explicó las iniciativas y las consultas que se han desarrollado con otras entidades en temas transversales relativos a empresas y derechos humanos y que buscan continuar fortaleciendo el trabajo de la CIDH por medio de un trabajo conjunto con las Naciones Unidas y el Instituto Danés de Derechos Humanos. 

Finalmente, expresó el interés de celebrar audiencias sobre derechos humanos y empresas, haciendo un llamado a los actores de sociedad civil.  

Maryse Robert, Directora del Departamento de Desarrollo Económico y Social de la Secretaría Ejecutiva para el Desarrollo Integral

La Directora del Departamento de Desarrollo Económico y Social,  Dra. Maryse Robert, rindió cuenta sobre el trabajo que su área ha venido desarrollando en materia de derechos humanos y empresa,  específicamente, en el marco del Programa de Responsabilidad Social Empresarial (RSE) de la OEA. 

El programa de  RSE de la OEA corresponde a actividades voluntarias y ha contribuido en tres áreas principales de trabajo: 

1.- Desarrolla soluciones innovadoras a las Pymes e implementar prácticas responsables en sus estrategias de negocios, cuyos resultados incluyen 9 talleres prácticos e interactivos, 212 PyMEs capacitadas, 16 estudios de caso y 1  modelo destinado a la equidad de género.  En los talleres las Pymes deben evaluar su impacto en los derechos humanos;

2.- Difunde el diálogo con Parlamentarios y variados sectores sobre la RSE entre los cuales se cuentan a legisladores y partes interesadas (“Stakeholders”).
3.- Facilita el intercambio de conocimientos, aporta herramientas de aprendizaje y establece alianzas con organizaciones locales de RSE, instituciones académicas y  otras partes interesadas.  

Finalmente, t explicó el interés de su área en implementar una metodología de “Formación de Formadores” para continuar las tareas de sensibilización, el desarrollo y la construcción de la Comunidad de RSE, y asegurar la sostenibilidad del Programa a mediano y largo plazo.

Carmen Moreno Toscano, Secretaria Ejecutiva de la Comisión Interamericana de Mujeres

La Secretaria Ejecutiva de la Comisión Interamericana de Mujeres (CIM), Embajadora Carmen Moreno Toscano,  destacó  la aprobación de leyes y normas en relación a los derechos de las mujeres en América Latina y el Caribe. Sin embargo, lamentó que se sigan vulnerando los derechos de las mujeres, en especial a través de la discriminación y la violencia en todas sus formas 

La Embajadora Moreno explicó una iniciativa de la CIM que busca contribuir en el diseño de las políticas públicas, incluyendo siete derechos que conforman los derechos económicos, sociales y culturales, y que tendrá en consideración los Principios Rectores sobre las Empresas y los Derechos Humanos de la ONU. 

Entre los temas específicos, destacó los esfuerzos realizados respecto al rol de las mujeres en el mercado laboral, señalando  que existe un mayor número de mujeres que en el pasado, pero con condiciones precarias, incluyendo abusos de derechos humanos; evidenciándose que la desigualdad laboral tiene una muy fuerte perspectiva de género

También, resaltó la contribución de la CIM por medio de capacitaciones que buscan lograr un balance en la vida familiar y laboral para promover el respeto a la equidad, resaltando los esfuerzos realizados en materia de género por instituciones públicas en Guatemala, Uruguay y Paraguay.

Finalmente, mencionó  el trabajo que realiza  la Secretaría de la CIM a favor de la perspectiva de género y el empoderamiento de la mujer con otras instancias de la OEA, tales como la Comisión Interamericana de Telecomunicaciones, la Comisión Interamericana de Puertos. y el  Departamento de Derecho Internacional. 

III.
Presentación de Organizaciones Internacionales que Trabajan el Tema
Alexandra Guáqueta, Miembro del Grupo de Trabajo de la ONU sobre Empresas y Derechos Humanos

La Miembro del Grupo de la ONU sobre Empresas y Derechos Humanos, Dra. Alexandra Guáqueta, felicitó a los Estados miembros por los avances realizados en la materia de derechos humanos en el ámbito empresarial, considerando los efectos positivos que pueden tener en los derechos de las personas. En este contexto, instó a la CIDH a crear una relatoría en el tema, la cual tenga en cuenta los Principios Rectores sobre las Empresas y los Derechos Humanos de la ONU.

La Dra. Guáqueta explicó el origen y los desarrollos de dichos Principios Rectores, los cuales emergieron como un estándar global, producto de consultas y debates entre empresas, comunidades, ONGs, y Estados, sin encasillarse y basándose en acuerdos mínimos y sociales que involucran variados sectores,  teniendo en cuenta que la problemática dispone de variadas aristas.   

Además, destacó que los principios se componen de tres pilares que deben ser implementados de manera simultánea, siendo estos los siguientes:

· El pilar uno comprende las obligaciones de los Estados, y cuenta con diez principios. Explican lo que los Estados pueden hacer para respetar, proteger y cumplir los derechos humanos y las libertades fundamentales. Los Estados deben comunicar de manera clara lo que esperan de las empresas.  Se busca además que los Estados armonicen sus políticas, y promuevan oportunidades y remedios efectivos para las víctimas (en que se incentive medios alternativos de solución de controversias).  

· El pilar dos refiere al contenido del pilar uno puesto que determina los elementos exigibles de las empresas, que son llamadas a actuar como órganos especializados de la sociedad.  Una ilustración de ello involucra el rol que deben tomar las empresas respecto a los mecanismos de impactos.

· El pilar tres busca garantizar recursos adecuados y efectivos para las víctimas en caso de incumplimiento.  

Entre las fortalezas de los Principios Rectores,  constató su integración en diversas áreas; la importancia de la determinación de la especificidad sectorial; los progresos en materia de requisitos de informes, a la luz de los mecanismos de quejas creados por bancos de desarrollo; las iniciativas respecto a acuerdos entre empresas y sindicatos; y las Alianzas a nivel de asociaciones sectoriales que incluyen mecanismos de quejas.

Finalmente, celebró los avances que se han presentado, y ofreció los servicios del Grupo de Trabajo de la ONU sobre Empresas y Derechos Humanos, junto con instar a la OEA a dotarse de una futura resolución que promueva la elaboración de planes de acción en la materia.  Constató la intención del Grupo de Trabajo de seguir promoviendo el tema en otras instancias regionales y multilaterales. 

IV
Presentación de Representantes de la Sociedad Civil y Empresas

Jorge Daniel Taillant, Director Ejecutivo del Centro de Derechos Humanos y Ambiente – CEDHA, Argentina.
El Director Ejecutivo del Centro de Derechos Humanos y Ambiente - CEDHA, Dr. Jorge Taillant,  recordó que la principal razón que explica la celebración de esta sesión tiene relación con el respeto de los derechos y libertades establecidos en el preámbulo de la Declaración Universal de Derechos Humanos, el cual establece:

THIS UNIVERSAL DECLARATION OF HUMAN RIGHTS as a common standard of achievement for all peoples and all nations, to the end that every individual and every organ of society, keeping this Declaration constantly in mind, shall strive by teaching and education to promote respect for these rights and freedoms and by progressive measures, national and international, to secure their universal and effective recognition and observance, both among the peoples of Member States themselves and among the peoples of territories under their jurisdiction.

El Dr. Taillant, afirmó que la agenda que guía el actuar en materia de derechos humanos en el ámbito empresarial  se inserta marco jurídico e institucional de respeto de los derechos humanos y no debe ser entendida como una agenda de la estrategia de la responsabilidad social de las empresas o de filantropía que promueven empresas.  No es una agenda voluntaria que se deje en manos de determinados actores de la sociedad.  

Al respecto, mencionó los avances realizados por los Estados y subrayó el rol fundamental de los derechos humanos en el marco jurídico e institucional de la responsabilidad de las empresas.


De igual manera, aludió al significativo número de desafíos, tanto en el sector privado como público, respecto a temas relativos a la participación, transparencia y acceso a la información, incluyendo elementos relativos a la representatividad democrática. 

Por otro lado, aseveró que los Estados han alcanzado una gran experiencia en la promoción de las inversiones, siendo necesario el aprendizaje de un mejor control.  En este sentido, constató la importancia de contar de una visión global de los derechos humanos, en que se respeten todos los actores.  

Además, felicitó al gobierno de Ecuador por su liderazgo en la propuesta que presentara en las Naciones Unidas de un documento vinculante sobre derechos humanos en el ámbito empresarial  e invitó  a la OEA a emitir una orientación para avanzar en la discusión  en la materia,  en cuya definición participen las agencias de este continente.   

Finalmente, manifestó su esperanza en que los derechos humanos de las empresas sean parte de la agenda de los derechos humanos en el siglo XXI, en el contexto de los desarrollos democráticos del hemisferio, y apoyándose en el legado y los aportes del profesor John Ruggie, quien fuera Representante Especial del Secretario General de la ONU para los Derechos Humanos y Empresas Transnacionales y otras Empresas Comerciales.

Eduardo García Moreno, Director de Responsabilidad Corporativa y Servicios Institucionales, REPSOL, España.
El  Director de Responsabilidad Corporativa y Servicios Institucionales de REPSOL, el Sr. Eduardo García Moreno, explicó los compromisos asumidos por REPSOL en diversos foros de las Naciones Unidas y el respeto de los principios consagrados por el Pacto Mundial de la ONU, el Convenio 169 de la OIT respecto a los derechos de los pueblos indígenas y tribales, así como los Principios Rectores sobre Empresas y derechos Humanos de la ONU. En relación a estos últimos, observó la importancia de contar con reglas claras que guíen el comportamiento empresarial, permitiendo a las empresas adoptar sus operaciones con flexibilidad.

El Sr. García Moreno, explicó que las empresas que han incorporado los Principios Rectores  en el campo de la minería son una minoría de empresas, caracterizadas por ser grandes en tamaño  y de origen europeo. También manifestó el reclamo de las empresas que exigen que los gobiernos elaboren planes nacionales que “implementen estrategias de políticas públicas específicamente dirigidas a proteger a las personas de impactos adversos en los derechos humanos vinculados a la actividad empresarial de acción para rendir el proceso eficiente”

Acto seguido, describió los pasos realizados por REPSOL para poner en marcha los principios rectores, los cuales son:

· Evaluación preventiva de daños, basadas en los estudios de impacto ambientales, que corresponden a estudios de evaluación de impactos en los derechos humanos y que implican un diálogo con los stakeholders sobre el terreno. 

· Mecanismos de reparación.  La mayoría de quejas de personas o grupos pueden repararse en el acto, mientras que las que requieren procesos más complejos son una minoría. Al respecto constató que por el momento no han surgido casos que hagan necesario su rediseño.

· Evaluación de avances en materia de derechos humanos por medio de informes que muestren el cumplimiento por parte de las empresas de sus responsabilidades.

Entre los retos y lecciones aprendidas, destacó los siguientes: 

· Un primer problema es la falta de definición de los límites de algunos derechos humanos en el contexto de las operaciones empresariales;

· La cadena de suministro, derivados de la economía informal, impone carencias en la inspección del trabajo y negociación colectiva de los trabajadores.

· En materia de riesgos de impacto en derechos humanos existe una correlación con la voluntad de los gobiernos de acogida a dialogar, en particular respecto a instalaciones consideradas estratégicas para los gobiernos.

· En cuanto a los derechos de los pueblos indígenas, la principal barrera tiene relación con la interpretación del derecho a la consulta que hacen los Estados, los pueblos indígenas, la sociedad civil y las empresas para disminuir la incertidumbre.

· Los stakeholders abordan el diálogo sobre derechos humanos con las empresas como una negociación en lugar de una cooperación.

· La falta de capacidad de todos los actores relevantes, incluidas las propias empresas, que permita comprender las implicaciones legales y no legales de los Principios Rectores en profundidad.

Finalmente, destacó el valor de la Sesión Especial, la cual contribuye directamente a ir superando la  trascendental barrera, en que todos los actores, Gobiernos, empresas y sociedad civil, comparten el deseo de tener empresas mejor dotadas. Asimismo, alentó a los Estados a dotarse de planes nacionales que permitan un cambio en que se puedan beneficiar todos 

V.
Intercambio de Buenas Prácticas y Experiencias sobre la Promoción y Protección de los         Derechos Humanos en el Ámbito Empresarial

En nombre de  las delegaciones de los Estados,  hubo intervenciones por parte de Chile, Estados Unidos, Brasil, México, Canadá, Paraguay, Uruguay, Ecuador, Argentina, Perú y Colombia, las cuales explicaron  los procesos para elaborar y adoptar planes de acción en la materia y presentaron los esfuerzos nacionales en diversas áreas de la vida nacional tales como el registro de empresas e iniciativas particulares en materia laboral y medio ambiente.  
También dieron a conocer las iniciativas para permitir la implementación de normas internacionales de la Organización Internacional del Trabajo, la Organización para la Cooperación Económica y el Desarrollo, y las Naciones Unidas.  
Asimismo, algunos Estados explicaron las acciones realizadas en el ámbito internacional ligadas a la promoción de nuevos marcos jurídicos, la organización de seminarios y la difusión de los planes nacionales y experiencias. 

A. Presentación de Expertos de los Estados

Verónica Zubia Pinto, Abogada Asesora de la Dirección de Derechos Humanos del Ministerio de Relaciones Exteriores de Chile 

La Representación de Chile ante la OEA agradeció al Presidente de la CAJP, por la organización de esta Sesión Especial y al Departamento de Derecho Internacional por el apoyo para la realización de la misma. 

La experta expuso los compromisos asumidos por  Chile respecto a los Principios Rectores sobre las Empresas y los Derechos Humanos de la ONU, normas que buscan generar un espacio de cooperación entre los actores, con reglas y directrices claras que sientan las bases de un verdadero desarrollo en que prime además el respeto de los derechos de las personas. Agregó que para implementar dichos principios se trabaja en un plan nacional de desarrollo en el seno del Consejo de Responsabilidad para el Desarrollo Sostenible de Chile,  bajo la responsabilidad del Ministro de Economía e integrado por representantes de diversas áreas de gobierno, tales como Relaciones Exteriores, Trabajo, Medio Ambiente y Hacienda, además de organizaciones de la sociedad civil, representantes de los sectores empresarial y la academia. 

En  el marco de la  OEA, junto con recordar el rol prominente de su país en la presentación y adopción de la resolución que da lugar a esta Sesión Especial, titulada “Promoción y Protección de los Derechos Humanos en el Ámbito Empresarial”, documento AG/RES. 2840 (XLIV-O/14), la experta de Chile instó a la Organización a continuar realizando un trabajo de difusión y promoción de los Principios Rectores de Naciones Unidas sobre derechos humanos y empresas.
Constató la importancia de realizar un trabajo de capacitación que incluya el desarrollo de un estudio sobre la situación de los derechos humanos en relación con las empresas en los Estados Americanos, y para ello la representación de Chile propuso dos acciones en la materia: 

En primer lugar, “realizar un seminario o taller especializado sobre derechos humanos y empresas para expertos de cada país, con el objeto de transferir capacidades a técnicos que puedan asesorar a cada Estado en esta materia, integrando los estándares internacionales y la experiencia emanada de los órganos del Sistema Interamericano a la capacitación para llevar adelante un Plan Nacional de Acción de Empresas y Derechos Humanos”. 

En segundo lugar, “realizar un informe o estudio sobre derechos humanos y empresas en la Región. Este estudio podría enfocarse en una evaluación de la situación en los estados miembros de la OEA, de forma de tener claridad sobre las buenas prácticas que existen en la materia y los vacíos que producen impactos negativos en los derechos humanos. Otro enfoque puede ser centrar el estudio en temas y sectores específicos donde se concentran la mayor cantidad de impactos negativos en los derechos humanos. Otra alternativa puede ser realizar una recopilación y sistematización de la jurisprudencia emanada de los órganos del Sistema Interamericano en esta materia”. 

Finalmente, la delegación invitó a mantener un intercambio entre los Estados de las acciones, políticas y planes que se desarrollan para contribuir al perfeccionamiento en el marco de los Principios Rectores de Naciones Unidas sobre derechos humanos y empresas.

Jason Pielemeier, Asesor Especial para la Libertad en Internet, Empresa y Derechos Humanos, de la Oficina para la Democracia, Derechos Humanos y Trabajo del Departamento de Estado, de los Estados Unidos de América. 
La Representación de  Estados Unidos ante la OEA agradeció por la organización de este evento y el liderazgo del Chile en relación a esta iniciativa. 

El experto aludió al trabajo realizado por su país en el seno de la OCDE y de las Naciones Unidas respecto de las empresas extractivas,  resaltando que en Estados Unidos el tema de derechos humanos en el ámbito empresarial se viene trabajando en las últimas décadas, consolidándose a finales de los años noventa. Asimismo,  explicó el activo rol de los Estados Unidos en la elaboración de los principios de la ONU, incluso copatrocinando la resolución que sobre este tema fuera adoptada.  

Acto seguido, informó sobre los esfuerzos realizados por los Estados Unidos en relación a la elaboración de un plan de acción nacional que sea consistente con los Principios de las Naciones Unidas, incluyendo los principios de transparencia y lucha contra la corrupción. Al respecto, compartió con satisfacción el inicio de las consultas nacionales del Plan Nacional sobre Empresas y Derechos Humanos, las mismas tienen  una serie de criterios mínimos que han servido de guía para las consultas: verificación de brechas, inclusión de todos los interesados; búsqueda de coherencia en las políticas; compromisos respecto a la implementación de normas de protección contra los abusos de derechos humanos; garantías a recursos judiciales efectivos, e identificación de la supervisión de informes de mecanismos de monitoreo y evaluación periódicos. Todo lo anterior, involucraría consultas transparentes en una variedad de ámbitos de trabajo, tales como comercio, derechos humanos, tenencia de la tierra, agricultura, impuestos, entre otros. 

Finalmente, haciendo eco de comentarios anteriores, constató que los mecanismos nacionales deberán ser  organizados en función de la realidad propia de cada país, agradeció estas iniciativas de cooperación y  mostró su predisposición de seguir apoyando el tema en la región.
Elisa Breternitz, Representante de la Misión Permanente de Brasil ante la OEA

La Representación de Brasil ante la OEA presentó una referencia histórica al trabajo realizado por la ONU en el seno de la Comisión de Derechos Humanos, y el rol del profesor John Ruggie como Representante Especial del Secretario General sobre Derechos Humanos y Corporaciones Transnacionales que,  luego de seis años de consultas permitió la adopción en el Consejo de Derechos Humanos de los Principios Rectores sobre las Empresas y los Derechos Humanos de la ONU, resolución 17/4 que contó con el apoyo de Brasil. 

La delegada, destacó además las iniciativas sobre la materia  emprendidas en Brasil, inclusive antes de la adopción de los principios rectores, tales como por ejemplo la “lista sucia”, que en el año 2003 incorporaba en  sus registros una lista de empleadores que disponían de trabajadores en condiciones análogas a la esclavitud. En el ámbito laboral, Brasil cuenta con fiscales responsables de verificar el cumplimiento de las leyes por partes de las empresas, cuyas sanciones pueden tener como resultado su inclusión en la “lista sucia” por un plazo de dos años, a menos de reincidencia, impidiendo todo financiamiento de instituciones públicas

Asimismo, se refirió al “Registro Nacional de Empresas Comprometidas con la Ética y la Integridad”, a cargo de la Contraloría General de la República, el cual promueve aquellas empresas que se comprometen a hacer valer la integridad y confianza en las relaciones comerciales, incluyendo la toma de medidas de prevención y combate a la corrupción, por medio de un compromiso público y voluntario, que incluye a instituciones  privadas y públicas. 

Acto seguido, explicó la Ley Anticorrupción que establece sanciones para empresas nacionales o extranjeras por actos contra la administración pública, las cuales aparecen en un “Registro Nacional de Empresas Castigadas”, además de quedar inhabilitadas para participar en licitaciones o celebrar contratos con la administración pública. Respecto a las medidas de reparación por violaciones cometidas por empresas, Brasil ha implementado las directrices de la OCDE, adoptadas en 1976 y revisadas en 2011.  A pesar de no ser un país parte de dicha organización, Brasil cuenta con un punto de contacto nacional, coordinado por la  Secretaria de Asuntos Internacionales (SAIN) del Ministerio de Hacienda, encargado de recibir reclamos por inobservancia de las directrices de la OCED, que involucra a diez instituciones.  Junto recibir reclamos de no respeto de los derechos humanos, tiene entre sus competencias, la capacidad para promover la reconciliación entre las partes y proponer medidas de corrección.

Finalmente, en la elaboración de un plan de acción nacional,  constató la pertinencia de pasar por procesos de evaluación de iniciativas existentes para identificar las debilidades y verificar las fortalezas de las herramientas existentes,  siendo necesario también conocer las buenas prácticas de las empresas y las expectativas de estas  y de la sociedad civil respecto al rol del Estado. El citado trabajo de evaluación está siendo realizado con el Consejo Nacional de Derechos Humanos con el apoyo de la Escuela de Derecho de  São Paulo de la Fundación Getúlio Vargas, todo lo cual permitirá la elaboración de un plan nacional de derechos humanos y empresas. 

Aurora Alejandra Abad González, Directora de Coordinación de Políticas Públicas de Derechos Humanos, de la Dirección General de Política Pública de Derechos Humanos de la Secretaría de Gobernación, de México
La experta de México explicó las acciones que su país ha venido realizado en el plano internacional y regional.

En ese contexto, destacó el apoyo de México a la resolución del Consejo de Derechos Humanos de las Naciones Unidas que estableció los principios rectores, así como a la resolución sobre el tema en el marco de la OEA.

De igual manera, dio a conocer la  participación de México en diversos foros en la materia,  explicando  que el  país ha venido implementado las Directrices de la Organización para la Cooperación y Desarrollo Económicos (OCDE), Organización de la cual es parte. 

Asimismo, informó sobre las normas internas de orden constitucional por medio de la reforma del año 2011 que imponen mayores obligaciones en materia de derechos humanos a las corporaciones.  Resaltando que en los juicios de amparo se pueden hacer efectivas las garantías otorgadas para la protección de los derechos humanos reconocidos por la Constitución y los tratados internacionales.

Finalmente  la delegada afirmó que su país está trabajando en un proceso de armonización legislativa para hacer compatible dichas garantías; y destacó que en el país se cuenta con el Programa Nacional de Derechos Humanos 2014 - 2018, el cual es un instrumento rector que resulta novedoso por  la inclusión de un objetivo específico que busca fortalecer los derechos humanos, incluyendo el respeto de la perspectiva de género en el sector privado así como las políticas empresariales. 

En este contexto,  dio a conocer algunas de las acciones que se plantean en su país respecto a la elaboración de un plan nacional, tales como un diagnóstico sobre los mecanismos existentes a nivel federal;  capacitaciones a empresas y funcionarios públicos; y, establecimiento de grupos de trabajos con la sociedad civil y las empresas.  

B. Intervención de los Estados Miembros

Dana Cryderman, Representante de la Misión Permanente de Canadá ante la OEA

La Representación Canadá ante la OEA se refirió a la importancia  de  los Principios de Naciones Unidas y el apoyo de su gobierno a la implementación plena de dichos Principios Rectores.  Además,  informó sobre el apoyo  financiero de su gobierno  a los trabajos del Represente Especial del Secretario General de las Naciones Unidas para Empresas y Derechos Humanos,  Profesor John Ruggie y su equipo para elaboración de los Principios Rectores.

La delegada expresó el interés de su gobierno de colaborar de manera más cercana con los gobiernos de las Américas para maximizar la implementación de los Principios Rectores y promover los derechos humanos en el ámbito empresarial de manera global.

Asimismo, señaló que Canadá cuenta con numerosos instrumentos sobre derechos humanos en el ámbito empresarial; destacando la actualización de su política de responsabilidad social corporativa, mediante la cual se promueve una estrategia que incluye obligaciones de respetar los altos estándares en materia de derechos humanos  por parte de las  empresas nacionales extractivas  que realizan negocios en el país y en el extranjero

Finalmente, manifestó el interés de su delegación en continuar este ejercicio en el seno de la CAJP con el fin de permitir una mejor cooperación y difusión del tema  

Inés Martinez, Representante de la Misión Permanente de Paraguay ante la OEA

La Representación de Paraguay ante la OEA junto con celebrar la adopción de los Principios Rectores, destacó que su país acuerda  la mayor importancia a la supervisión de la aplicación efectiva de leyes en el campo laboral, ambiental y su vínculo con instrumentos internacionales.

En este sentido, la delegada destacó que en el ámbito laboral su país creó  un Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social, entidad encargada de la protección de los derechos de los trabajadores y trabajadores, a la luz de la adopción del Convenio 169 de la OIT.  Además destacó la necesidad de acordar una prerrogativa a los procesos de modernización de los sistemas de inspección y la incorporación de la perspectiva de género en materia laboral en el marco de políticas sobre “Trabajo decente para las Trabajadoras y Trabajadores Domésticos”.

Asimismo, resaltó la adopción de leyes a favor de grupos vulnerables, por medio de elaboración de  legislación integral contra la trata de personas (incluyendo la protección de víctimas y testigos que colaboran en los procesos); la promoción del empleo juvenil para fomentar la inserción al empleo formal, y disminuir las inequidades existentes que afectan a jóvenes, en particular con discapacidad y situación de pobreza; el empleo en el sector automovilístico y gastronómico a internas de recintos carcelarios, gracias a acuerdos de cooperación con el sector privado.

Finalmente, concluyó con la reflexión sobre la necesidad de dotarse de sistemas que incluyan mecanismos de reclamación no estatales para lograr el acceso y la reparación adecuados.

Néstor Rosa, Representante de la Misión Permanente de Uruguay ante la OEA

La Representación de Uruguay ante la OEA aludió a los Principios  Rectores de la ONU y la importancia de contar con recursos adecuados y efectivos en casos de incumplimiento, en particular de mecanismos de reparación 

El delegado subrayó el compromiso de Uruguay al momento de adoptar los mencionados principios, considerando que Uruguay presidía el Consejo de Derechos Humanos de Naciones Unidas entre 2010 y 2012

Además,  compartió los avances legales de su país que se manifiestan por medio de compromisos en varios ámbitos tales como la adopción de normas en el ámbito de: la responsabilidad penal empresarial, en incumplimiento a las normas de seguridad y salud  laboral;  la incorporación de prestaciones sociales y beneficios jubilatorios, incluyendo los subsidios por paternidad en el sector privado y de cuidados de recién nacidos con reducción de la jornada laboral, la flexibilización de acceso a los beneficios jubilatorios  de las mujeres por cada hijo nacido vivo o adoptado; la materia de la igualdad de género, se prohíbe toda forma discriminación de género que viole la igualdad de trato en cualquier sector o ramo de la actividad laboral; la  materia de la no discriminación étnico racial, impulsando acciones afirmativas a favor de la población afrodescendiente en el sector público y privado; en materia de sectores laborales específicos históricamente desfavorecidos, se regula el trabajo doméstico  y la jornada laboral del trabajador rural, así como  la creación de la Unidad de  Empleo Rural en el Ministerio de  Trabajo y Seguridad Social del Uruguay. 

Verónica Aguilar, Representante de la Misión Permanente del Ecuador ante la OEA

La Representación de Ecuador ante la OEA agradeció la celebración de este evento  y consideró como positivo la aprobación por parte del Consejo de Derechos Humanos de la ONU  de los llamados Principios Rectores sobre Empresas y Derechos Humanos, así como la creación del Grupo de Trabajo encaminado a diseminar y buscar alternativas viables para implementar dichos principios. 

La delegada realzó los esfuerzos de su gobierno encaminados a la creación de un instrumento vinculante en materia de Derechos Humanos y Empresas como el medio más adecuado para precautelar los derechos humanos de cientos de miles de víctimas que han sufrido por el accionar irresponsable y poco ético de ciertas empresas transnacionales y que aún claman por justicia.

En ese sentido, resaltó que en junio de 2014 presentó junto a Sudáfrica la Resolución A/HRC/26/9  que fue adoptada mediante votación por el Consejo de Derechos Humanos de la ONU en el marco de la 26º Sesión Ordinaria y cuyo mandato consiste en la elaboración de un instrumento internacional vinculante sobre empresas transnacionales y otras empresas de negocios con respecto a los derechos humanos. Agradeció a la Sociedad Civil por el apoyo a esta iniciativa así como a los Estados que votaron a su favor.

En el plano nacional, presentó iniciativas nacionales de diversa índole que se insertan en la materia, tales como la creación del Observatorio del Sur, iniciativa intergubernamental  que busca principalmente dar seguimiento de los litigios internacionales en materia de inversiones y prácticas transnacionales; la puesta marcha de la iniciativa “Hace Bien y Hace Mejor¨ así como el reconocimiento de  empresas comprometidos con el cumplimiento de las cuatro éticas empresariales: Ética con los Trabajadores, Ética con la Comunidad, Ética con el Estado y Ética con el Medio Ambiente. 

Finalmente, manifestó el firme propósito de su país de impulsar de manera activa el tema en el plano hemisférico, además de dar continuidad a esta discusión en la OEA en el marco de los derechos humanos.

Cecilia Meirovich, Representante de la Misión Permanente de Argentina ante la OEA

La Representación de Argentina ante la OEA agradeció y felicitó a la Misión de Chile por la realización  de esta Sesión Especial y destacó la implementación de políticas públicas específicas para la promoción y protección de derechos humanos de las empresas. 

La delegada compartió algunos de los avances de su país en la materia.  En el marco sobre responsabilidad social empresarial actualmente se cuenta con un documento normativo de Gestión de la Calidad Ocupacional presentado por el Ministerio de Trabajo, Empleo y  Seguridad Social del Argentina y el Instituto Argentino de Normalización y Certificación; existe además una ley que obliga a las empresas que ocupan más de 300 trabajadores a presentar informes anuales sobre las condiciones de trabajo, costos laborales y prestaciones sociales; en materia de contratación pública, las empresas que contraten con el Estado deben tener un certificado de trabajo emitido por el Ministerio de Trabajo, quedando prohibidas ciertas conductas  como el trabajo infantil o forzoso, la discriminación, entre otros; en el tema de recursos judiciales,  el país ha desarrollado una jurisprudencia  de responsabilidad empresarial en delitos de lesa humanidad -respecto a la violación de derechos sindicales en la época de la dictadura militar; en lo referente a los recursos no judiciales, en el Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto del Argentina se estableció como punto nacional de contacto  en seguimiento de las Directrices de la OECD para empresas multinacionales.   

Finalmente, enfatizó la importancia  de la responsabilidad  primaria de los Estados en la promoción y la protección de los  derechos humanos, y la exigencia a las empresas del respeto de las garantías fundamentales de las personas.  

Maya Soto, Representante de la Misión Permanente de Perú ante la OEA

La Representación de Perú ante la OEA  reconoció los esfuerzos de la Misión de Chile ante la OEA para la organización de la Sesión y de la introducción del tema en el marco de la CAJP mediante la resolución presentada en la Asamblea General celebrada en el año 2014.

La delegada destacó que en el país existen numerosas  buenas prácticas en materia de derechos humanos en el ámbito empresarial  que se vienen desarrollando a nivel estatal como privado, subrayando la existencia del Ministerio del Medio Ambiente, que por medio de sus ejes estratégicos se refuerza el ejercicio de la función fiscalizadora ambiental.  Asimismo,  resaltó la existencia de la Ley General del Ambiente, mediante la cual se establecen obligaciones a cargo  de las empresas en materia ambiental y el respeto a los derechos de  las comunidades; 

También, reveló la labor del Ministerio de Trabajo y Promoción del Empleo de su país,  el cual cuenta con un Programa Nacional de Promoción de la Responsabilidad Social Empresarial denominado “Perú Responsable”. El mencionado programa  promueve la generación del empleo formal con énfasis en jóvenes, personas con discapacidad y mujeres jefas de hogar; además de difundir el desarrollo de competencias laborales de la población beneficiaria en su ámbito de intervención;  que implementen y fortalezcan centros de formación profesional vinculados a la demanda laboral.  Asimismo, busca generar   oportunidades   de   autoempleo   e   iniciativas   de emprendimiento productivo y formal. Adicionalmente,  emite una certificación a las empresas que acrediten las prácticas de responsabilidad social y premia a las cuales que constituyan modelos nacionales de la defensa, respeto y promoción de los derechos fundamentales de los trabajadores.  En este contexto, constató además la adopción de la Ley y Reglamento de la Consulta Previa a los Pueblos Indígenas u Originarios, la cual está basada en el Convenio 169 de la OIT. 

Finalmente,  explicó los esfuerzos de su país en la elaboración de una propuesta de política nacional de responsabilidad empresarial laboral, en donde las empresas cuentan con diversos modelos de buenas prácticas que se caracterizan por la trasparencia de sus decisiones, además de reservar un espacio para la sociedad civil.

Luisa Fernanda Rueda, Representante de la Misión Permanente de Colombia ante la OEA

La Representación de Colombia ante la OEA  agradeció  a la Presidencia por  la organización de la Sesión, y reconoció el liderazgo de  a la Misión de Chile ante la OEA por  ser el promotor de la resolución en el marco de la organización, a la cual su gobierno prestó su copatrocinio.

La delegada resaltó que las iniciativas en materia de derechos humanos y empresas se han venido celebrando desde hace un tiempo, generándose espacios de diálogos entre la sociedad civil, empresas y gobierno, permitiendo alcanzar resultados puntuales, tales como la creación de un Comité Minero Energético y la formulación de Lineamientos para una Política Comprensiva en materia de Empresa  y  Derecho Humanos. 

Finalmente,  informó sobre la realización por parte de su gobierno de un  Taller Internacional sobre Principios Voluntarios Rectores de Naciones Unidas: Empresas y Gobiernos vis-á-vis los Derechos Humanos, realizado en Cartagena de Indias en 2013.

VI.
Palabras de Cierre de la Sesión 

Al culminar el evento, el Presidente de la CAJP agradeció a las delegaciones y a los expositores por su participación, asimismo  celebró la variedad y profundidad de los temas abordados.

VII.
Anexos 
Agenda  de la Sesión Especial CP/CAJP-3276/14 
 

Presentación de la Secretaria Ejecutiva de la Comisión Interamericana de Mujeres (CIM), Embajadora Carmen Moreno Toscano  CP/CAJP/INF 252/15
Presentación del Director Ejecutivo del Centro de Derechos Humanos y Ambiente (CEDHA), Jorge Daniel Taillant  CP/CAJP/INF 253/15
Presentación del Director de Responsabilidad Corporativa de REPSOL, Eduardo García CP/CAJP/INF 255/15
Presentación de la Representante de la Misión de Brasil ante la OEA, Elisa Breternitz 
CP/CAJP/INF 256/15
Presentación de la Abogada Asesora de la Dirección de Derechos Humanos del Ministerio de Relaciones de Chile, Verónica Zubía Pinto, CP/CAJP/INF 257/15
Presentación de la Representante de la Misión de Paraguay ante la OEA, Inés Martínez CP/CAJP/INF 254/15
Presentación de la Representante Permanente del Ecuador  ante la OEA, Verónica Aguilar CP/CAJP/INF. 251/15
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